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EN LO PRINCIPAL : DEDUCE QUERELLA CRIMINAL  

PRIMER OTROSÍ : LEGITIMACIÓN ACTIVA Y PERSONERÍA 

SEGUNDO OTROSÍ : NOTIFICACIONES 

TERCER OTROSÍ : ACOMPAÑA DOCUMENTOS 

CUARTO OTROSÍ : SOLICITA DILIGENCIAS  

QUINTO OTROSÍ : PATROCINIO Y PODER 

SEXTO OTROSÌ :  RESERVA 

           

 

Juzgado de Garantía de Rio Bueno 

 

 SEBASTIAN SMART LARRAÍN, abogado cédula nacional de identidad N° 

15.959.218-9 mandatario judicial en calidad de jefe regional de la sede de Valdivia de doña 

CONSUELO CONTRERAS, Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos, 

actuando en representación del INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS 

(INDH), RUT N° 65.028.707-K, corporación autónoma de derecho público , ambos 

domiciliados para estos efectos en Independencia 491 oficina 402, comuna y ciudad de Valdivia, 

según se acredita en un otrosí, a S.S., con respeto digo: 

 

De conformidad con los antecedentes de hecho y de derecho que paso a exponer, y en atención 

a lo establecido en los artículos 6, 12, 111, 112, 113 y 172 y siguientes del Código Procesal Penal 

y de conformidad con la Ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos y 

fundamentalmente lo señalado en los artículos 2° inciso 1° y  3° N° 5° de dicha ley, en mi calidad 

de mandatario del Instituto Nacional de Derechos Humanos, vengo en deducir querella criminal 

en contra de todos aquellos que resulten responsables, en calidad de autores, cómplices o 

encubridores, delito de APREMIOS ILEGÍTIMOS U OTROS TRATOS CRUELES, 

INHUMANOS O DEGRADANTES, descrito y sancionado en el artículo 150 D del Código 

Penal, en relación al artículo 150-E N°2 del mismo cuerpo legal, en grado de ejecución 

consumado, cometido en perjuicio de en grado de consumado, cometido en perjuicio de la 

víctima Luis Ernesto Huichalaf González, cédula nacional de identidad N° 15.274.249-5, 

sin perjuicio de la calificación jurídica que de la investigación criminal resulte, y por el delito de 

APREMIOS ILEGÍTIMOS U OTROS TRATOS CRUELES, INHUMANOS O 

DEGRADANTES, descrito y sancionado en el artículo 150 D del Código Penal, en grado de 

ejecución consumado, cometido en perjuicio de Gabriel Antonio Pacheco Quezada, cédula 
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nacional de identidad N° 16.905.949-7; Juan Huichalaf Mapu cedula nacional de identidad 

n°9.451.596-3, Felipe Trunci González, cédula nacional de identidad n°17.534.343-1, todos  en 

grado de consumado, de acuerdo a los siguientes antecedentes de hecho y derecho que paso a 

exponer: 

 

I. LOS HECHOS 

 

Antecedentes de contexto  

 

Más de una década lleva desarrollándose un conflicto socioambiental1 entorno al proyecto 

hidroeléctrico Los Lagos. Éste, es una central de pasada que utilizará las aguas del río Pilmaiquén 

y que tendrá una potencia instalada de 52 MW. Para poder aprovechar la fuerza del agua es 

necesario contar un reservorio y para ello se construirá una presa de 35 metros de altura, similar 

a un edificio de 12 pisos.  El reservorio cubrirá un área de aproximadamente 191,9 hectáreas.  El 

proyecto Los Lagos fue aprobado por la Dirección Ejecutiva del Servicio de Evaluación 

Ambiental (SEA), obteniendo su Resolución de Calificación Ambiental (RCA) favorable, en 

junio de 2009. 

Sin embargo, desde el año 2007 organizaciones mapuche-williche del sector manifiestan su 

oposición al mismo, particularmente porque este se encuentra emplazado en espacios sagrados 

y de alta significación cultural, como es el complejo ceremonial Ngen Mapu Kintuante2. El 

conflicto intercultural se ha desarrollado en la arena judicial pero también en una serie de 

permanentes movilizaciones generándose conflictos sociales con la empresa a cargo del proyecto 

las autoridades de turno, y el pueblo mapuche que se resista al proyecto.  

 

Antecedentes del caso  

El día 23 de febrero de 2023, un grupo de personas pertenecientes al pueblo mapuche del lof 

El Roble-Carimallín se reunieron para realizar una protesta a las afueras del fundo Carimallín, 

es así como a las 13 horas aproximadamente se genera un altercado en las inmediaciones del 

fundo, circunstancias que deberán ser investigadas. Sin embargo, en un espacio de tiempo de 

15 minutos aproximadamente se generan altercados entre las personas del lof y una patrulla de 

carabineros que se encontraba en el lugar. 

En este breve lapso de tiempo señalado, se aprecia el uso de bombas lacrimógenas y escopeta 

 
1 https://mapaconflictos.indh.cl/#/conflicto/26657 
2 Ngen Mapu Kintuante, es un complejo ceremonial de alta significación para la cosmovisión del pueblo Mapuche/Williche, 
al que concurren las comunidades para realizar ceremonias y rogativas desde tiempos inmemoriales. 
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antidisturbios, cuyas municiones alcanzan directamente al rostro de Luis Ernesto Huichalaf 

González, sufriendo un impacto de perdigón en su ojo derecho, preliminarmente provocándole 

un trauma ocular con pérdida de visión.  Asimismo, en este breve espacio de tiempo, resultaron 

con impactos de perdigón en distintas partes de su cuerpo Gabriel Antonio Pacheco Quezada, 

Juan Huichalaf Mapu, Felipe Trunci González, cuyas lesiones se aprecian en las siguientes 

fotografías y detalles que a continuación de describe, haciendo notar que en todos los casos, los 

impactos de perdigones se registraron solo en la zona del torso superior y rostro, es decir, en 

lugares, donde se alojan órganos sensibles:  

 

A.- Luis Ernesto Huichalaf González, recibió impactos de perdigones en los brazos y en la 

espalda, pero principalmente en su rostro los que habrían alcanzado su pómulo y su ojo derecho.  

Quien actualmente se encuentra en traumatología en el Hospital Base de Valdivia con 

diagnóstico preliminar de herida penetrante ocular.  Es del caso indicar, que el Sr. Huichalaf, no 

fue asistido por funcionarios policiales, debiendo ser traslado al hospital de Rio Bueno, por los 

funcionarios del INDH (Camila Uribe, Daniella Milanca y Ariel Ulloa) que se encontraban 

observando los hechos – a petición de la comunidad- quienes socorrieron a don Luis, quien se 

encontraba severamente desorientado en tiempo y espacio, manifestando un dolor insoportable.  

por el trauma ocular. 
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B.- Juan Huichalaf Mapu, quien recibió  impactos de perdigón preferentemente en la cabeza 
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C.- Gabriel Antonio Pacheco Quezada, recibió diversos impactos en la espalda, de gravedad 

indeterminada, por la cercanía a la columna vertebral. 
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D.- Felipe Trunci González, recibió perdigones en la cabeza y brazos. 
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II. EL DERECHO 

 

En los hechos, las conductas descritas constituyen el delito de apremios ilegítimos u otros tratos 

crueles, inhumanos o degradantes, contemplado en artículo 150 D del Código Penal, en relación 

al artículo 150 E N°2 del mismo cuerpo legal, respecto de los hechos que afectaron a Luis 



16 

 
 

 
 
 

 

Ernesto Huichalaf González, y por el delito de apremios ilegítimos u otros tratos crueles, 

inhumanos o degradantes, contemplado en artículo 150 D del Código Penal, respecto de los 

hechos ocurridos a Gabriel Antonio Pacheco Quezada, Juan Huichalaf Mapu, Felipe Trunci 

González. 

 

A. La regulación de los apremios ilegítimos y de la tortura. 

 

La aplicación de tormentos o tortura, además de constituir un delito en Chile, constituye una 

violación grave a los derechos humanos reconocidos por tratados internacionales vigentes en 

Chile, como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Además, a la incorporación 

expresa de la prohibición de tortura en tratados generales de derechos humanos, la comunidad 

internacional decidió avanzar en fórmulas específicas para la prohibición de esta práctica. Así, 

el año 1975 fue adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas la “Declaración Sobre 

Protección a Todas las Personas Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 

y Degradantes” (Resolución 3452 de 9 de diciembre de 1975) y años más tarde se aprobó la 

Convención Internacional Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos y 

Degradantes (Resolución Asamblea General 39/46, de 10 de diciembre de 1984). 

 

Respecto del valor de dichos instrumentos internacionales, por mandato constitucional, estos 

tratados tienen primacía por sobre las normas de derecho interno. En efecto, el art. 5° de la 

Constitución Política del Estado, establece expresamente en su inciso 2° que “el ejercicio de la 

soberanía reconoce como limitación el respeto de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es 

deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos garantizados por esta Constitución, así como 

por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes”. 

 

Al respecto, la Corte Suprema ha declarado que el artículo 5° N° 2 recién transcrito, otorga 

“rango constitucional a los tratados que garantizan el respeto de los derechos humanos, concediéndoles una 

jerarquía mayor que a los demás tratados internacionales, en cuanto regulan los derechos esenciales que emanan 

de la naturaleza humana” y que “en definitiva los derechos humanos asegurados en un tratado de incorporan 

al ordenamiento jurídico interno, formando parte de la Constitución material adquiriendo plena vigencia, validez 

y eficacia jurídica, no pudiendo ningún órgano del Estado desconocerlos y debiendo todos ellos respetarlos y 

promoverlos, como asimismo, protegerlos a través del conjunto de garantías constitucionales destinadas a asegurar 

el pleno respeto de los derechos” (Corte Suprema, Rol N° 3125-04, sentencia de 13 de marzo de 2007, 

considerando trigésimo nono). 
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En cuanto a la definición de tortura en el Derecho Internacional de los Derechos  Humanos,  

la  Convención  Internacional  Contra  la  Tortura  y  Otros  Tratos  o Penas Crueles, Inhumanos 

y Degradantes señala que es tortura "todo acto por el cual   se infrinja intencionadamente a una persona 

dolores y sufrimientos graves, ya sea físico o mental, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o una 

confesión, de castigarla por un acto que haya cometido o se sospeche que haya cometido o de intimidar o coaccionar 

a una persona o a otras o por cualquier razón basada en cualquier tipo de discriminación cuando dichos dolores 

sean ocasionados por funcionarios públicos u otras personas en ejercicio de funciones públicas a instigación suya o 

con su consentimiento o aquiescencia. No se considerarán torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia 

únicamente de sanciones legítimas o sean inherentes o incidentales a éstas". 

 

En el caso  de  la  Convención  Interamericana para  Prevenir y  Sancionar la Tortura, el artículo 

1º establece que “los Estados partes se obligan a prevenir y a sancionar la tortura en los términos de la 

presente Convención” y el artículo 2º señala que “se entenderá por tortura todo acto realizado intencionalmente 

por el cual se inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos o mentales, con fines de investigación criminal, 

como medio intimidatorio, como castigo personal, como medida preventiva, como pena o con cualquier otro fin. Se 

entenderá también como tortura la aplicación sobre una persona de métodos tendientes a anular la personalidad 

de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica”. 

 

Se aprecia claramente que la Convención Interamericana contempla una definición más amplia 

de tortura que la Convención Internacional, especialmente porque el elemento subjetivo queda 

prácticamente eliminado al agregársele la frase “con cualquier otro fin”. Para la Convención 

Interamericana, “el elemento sustancial para definir la tortura es la generación intencional de penas o 

sufrimientos o de métodos diseñados para anular la personalidad de la víctima o disminuir sus capacidades”. 

(“La tortura en el derecho Internacional. Guía de Jurisprudencia”. Asociación para la 

Prevención de la Tortura (APT) y Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), 

2008. P. 98). 

 

Por otra parte, respecto de los parámetros relevantes a la hora de establecer si un hecho 

constituye tortura, en un fallo de la Corte IDH se afirmó que: “(La Corte)… siguiendo la definición 

establecida en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, entendió que se está frente a 

un acto de tortura cuando el maltrato cumple con los siguientes requisitos: i) es intencional; ii) causa severos 

sufrimientos físicos o mentales, y iii) se comete con determinado fin o propósito” (Corte IDH, Caso Fernández 

Ortega y otros vs. México, Sentencia de 30 de agosto de 2010, párr. 120). 
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En este sentido se pronunció la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Sentencia 

“Maldonado Vargas y otros con Estado de Chile” respecto de la obligación del Estado de 

Chile de adecuar su legislación interna a los tratados internacionales que ha firmado, 

específicamente de la Convención Internacional Contra la Tortura y Otros Tratos o 

Penas Crueles, Inhumanos y Degradantes a la que ya nos hemos referido. 

 

En esa oportunidad, la Corte IDH señaló lo siguiente: 

 

“Asimismo, la Corte ha determinado que un Estado que ha celebrado un tratado internacional debe introducir 

en su derecho interno las modificaciones necesarias para asegurar la ejecución de las obligaciones asumidas, y que 

este principio recogido en el artículo 2 de la Convención establece la obligación general de los Estados Parte de 

adecuar su derecho interno a las disposiciones de la misma, para garantizar los derechos en ella contenidos, lo 

cual implica que las medidas de derecho interno han de ser efectivas. Asimismo, este Tribunal ha entendido que 

tal adecuación implica la adopción de medidas en dos vertientes, a saber: i) la supresión de las normas y prácticas 

de cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención o que desconozcan los 

derechos allí reconocidos u obstaculicen su ejercicio lo cual implica que la norma o práctica violatoria de la 

Convención debe ser modificada, derogada, o anulada, o reformada, según corresponda, y ii) la expedición de 

normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías”. (Corte IDH, 

Caso Maldonado Vargas y otros con Estado de Chile, Sentencia de 2 de septiembre de 2015, 

párr. 124). 

 

Específicamente, respecto del delito de tortura, en el mismo caso, la Comisión IDH había 

recomendado al Estado de Chile, “adoptar las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra 

índole, con el objeto de adecuar la legislación y las prácticas chilenas a los estándares interamericanos en materia 

de tortura y protección judicial”. 

 

Consciente de sus obligaciones internacionales, el Estado de Chile adecuó su normativa 

interna estableciendo el tipo penal de tortura en el artículo 150 A del Código Penal, y de 

forma residual, el delito de apremios ilegítimos u otros tratos crueles, inhumanos o 

degradantes en el artículo 150 D, mediante la Ley N° 20.968, de 22 de noviembre de 2016. 

 

El artículo 150 D del Código Penal señala: “el empleado público que, abusando de su cargo 

o sus funciones, aplicare, ordenare o consintiere en que se apliquen apremios ilegítimos 
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u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, que no alcancen a constituir tortura, 

será castigado con las penas de presidio menor en sus grados medio a máximo y la accesoria correspondiente. Igual 

sanción se impondrá al empleado público que, conociendo de la ocurrencia de estas conductas, no impidiere o no 

hiciere cesar la aplicación de los apremios o de los otros tratos, teniendo la facultad o autoridad necesaria para 

ello o estando en posición para hacerlo. 

 

Si la conducta descrita en el inciso precedente se cometiere en contra de una persona menor de edad o en situación 

de vulnerabilidad por discapacidad, enfermedad o vejez; o en contra de una persona que se encuentre bajo el 

cuidado, custodia o control del empleado público, la pena se aumentará en un grado.”. 

 

De acuerdo con la tipificación nacional, no podemos sino inferir que en los hechos expuestos 

y fundantes de esta acción se reúnen todos los requisitos exigidos por el artículo 150 D del 

Código Penal. 

 

En efecto, como se ha expuesto en el marco fáctico del caso, se advierte un uso abusivo de 

la escopeta antidisturbios, pues la persona no estaba agrediendo a nadie, más bien estaba 

caminando rumbo a su domicilio. Asimismo, tal como se puede apreciar claramente, la situación 

sufrida por la víctima del caso, configura y realiza total e íntegramente el tipo penal citado. 

 

B. Elementos que concurren en el delito de Apremios Ilegítimos u otros Tratos 

Crueles, Inhumanos o Degradantes 

 

B.1. Elemento material 

 

Este elemento se refiere a la acción u omisión prohibida por la ley, en carácter residual a la 

tortura, es decir, infligir intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos, físicos 

o psicológicos, como primer antecedente que configura o delimita el concepto de apremios 

ilegítimos. 

 

Los dolores o sufrimientos pueden ser causados por métodos físicos o mentales y es menester 

que éstos para ser tales, como señala Cuesta Arzamendi, “constituyan una intromisión o alteración del 

bienestar de la persona”, por medio de provocarle dolores o sufrimientos capaces de afectar su libertad de voluntad 

individual y por consiguiente, capaces de vencer su resistencia. Además, dicho concepto incluye, como se ha 

argumentado anteriormente, las prácticas que aún sin causar dolor, tienden a anular la personalidad de la víctima 
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o disminuir su capacidad física o mental”. 

 

Por lo tanto, caerá bajo el concepto de apremiar ilegítimamente o atormentar, todo acto que sea 

considerada una conducta prohibida por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 

 

A nivel nacional, la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Arica, sobre el tipo penal, ha sostenido:  

“Que la norma ni el Código Punitivo define los conceptos de tortura ni de apremios ilegítimos” 

El Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia de la Lengua define la palabra tormento 

como acción y efecto de atormentar o atormentarse, angustia o dolor físico, dolor corporal que se causaba 

al real para obligarle a confesar o declarar, congoja o aflicción, personas o cosa que causa dolor físico o 

moral 

A su vez define la palabra torturar como dar tortura, atormentar. 

Y define la voz tortura como grave dolor físico o psicológico infligido a una persona, con métodos y 

utensilios diversos, con el fin de obtener de ella una confesión, o como medio de castigo, dolor o aflicción 

grandes, o cosa que lo produce. 

Y define apremio como acción y efecto de apremiar. 

A su vez define apremiar como dar prisa, compeler a uno a que haga prontamente una cosa, oprimir, 

apretar, compeler u obligar a uno con mandamiento de autoridad a que haga alguna cosa. (…)”. (I. 

Corte de Apelaciones de Arica, Rol 53-2008, sentencia de 7 de julio de 2008, 

considerando 2°. Ver además: I. Corte de Apelaciones de Coyhaique, Rol N° 92-2006, 

sentencia de 18 de diciembre de 2006, considerando 1°). 

 

En síntesis, el elemento material está dado principalmente por la acción de infligir 

intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos. Sobre este elemento de severidad del 

sufrimiento, la Corte IDH ha señalado que se deben tomar en cuenta las circunstancias 

específicas de cada caso.  

 

“Las características del trato, tales como la duración, el método utilizado o el modo en que fueron infligidos los 

padecimientos, los efectos físicos y mentales que éstos pueden causar, así como las condiciones de la persona que 

padece dichos sufrimientos, entre ellos la edad, el sexo, el estado de salud, entre otras circunstancias personales” 

(Corte INDH, Caso Fernández ortega y otros vs. México, Sentencia de 30 de agosto de 2010, 

párr. 122). 

 

En el caso, el ordenamiento jurídico no impuso a la víctima la obligación jurídica de soportar el 
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sufrimiento inferido a su integridad personal, tampoco concurrió en su aplicación ninguna 

causal de justificación, exculpación o cualquiera otra norma permisiva o eximente de 

responsabilidad penal en relación con estas conductas explícitamente ilegales. Se trató de 

conductas atentatorias a la integridad física de la afectada, que no cumplieron con 

estándares elementales para estimar que el uso de la fuerza pública por parte de los 

agentes estatales en el caso, fuera lícita. 

 

De acuerdo a los criterios establecidos por el Relator Especial contra la Tortura y otros tratos 

o penas crueles, inhumanos o degradantes, aquella licitud debe enmarcarse en los principios 

limitadores del poder del Estado aplicables al uso de la fuerza pública, éstos son3: 

a) Principio de Legalidad, todo uso de la fuerza debe tener un fundamento jurídico y 

abogar por un fin legítimo. 

b) Principio de Necesidad, la fuerza debe utilizarse únicamente para lograr un fin 

legítimo y en la medida estrictamente necesaria. 

c) Principio de Proporcionalidad, el daño que pueda ser inflingido por el uso de la 

fuerza no debe ser excesivo en comparación con el beneficio del fin legítimo perseguido. 

d) Principio de Precaución, las operaciones para el cumplimiento de la ley deben 

planificarse, prepararse y llevarse a cabo, en la medida de lo posible, minimizando el uso 

de la fuerza y cuando esto se torne inevitable, reduciendo al mínimo los daños que de ella 

puedan resultar. 

Asimismo, conforme lo planteado por el Relator Especial sobre la tortura y otros tratos o penas 

crueles, inhumanos o degradantes, “para que el uso de la fuerza por los agentes del Estado 

sea lícito, deben respetarse plenamente todos los principios mencionados”2. 

 

En el caso de marras, el respeto a estos principios de derecho internacional de derechos 

humanos no se verificó, así como tampoco el marco jurídico interno establecido para el uso de 

escopetas antidisturbios, según se explicará a continuación. La víctima sufrió, mediante 

impactos de perdigones directos en su rostro, un trato cruel, inhumano o degradante por parte 

de funcionarios de Carabineros de Chile, provocándole pérdida de visión. 

 

B.2. Sobre la normativa de Carabineros de Chile que regula el uso de 

 
3 Relator Especial sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, “Uso de la fuerza al margen 
de la detención y prohibición de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”. Informe 
A/72/178 de fecha 20 de julio de 2017, párrafos 5-15. 2 Ídem., párrafo 6 
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escopetas antidisturbios 

 

A continuación, se exhibe la actual regulación con que Carabineros de Chile debe enmarcar el 

uso de la fuerza en materia de uso de escopetas antidisturbios, contenida en la Circular N° 1.832, 

del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, de fecha 01 de marzo de 2019. 

 

En primer lugar, establece como marco los ya referidos Principios de Legalidad, Necesidad, 

Proporcionalidad y Responsabilidad, en relación al uso diferenciado y gradual de la fuerza, según 

sea el caso, los que dependen de las siguientes circunstancias de hecho que ameritan el 

restablecimiento del orden público (página 3): 

 

 
 

En segundo lugar, consta la regulación interna establecida para el uso de Escopetas 

Antidisturbios (páginas 13 y 14), la cual exige: a)  una utilización de última ratio, b) cuando las 

personas se encuentren en el nivel 4 y 5 de “agresión activa” o “agresión activa potencialmente 

letal”, c) la utilización por un funcionario calificado en utilización de los tipos de municiones 

autorizadas, d) la consideración a una distancia adecuada entre el tirador y las personas, e) la 

consideración a la presencia de personas correspondientes a grupos de especial protección 

estatal, f) y la debida asistencia al afectado. 
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En el caso, y de acuerdo al relato de la víctima y de los testigos que se acompañarán, no se 

observa que el uso de escopetas antidisturbios para controlar a eventuales personas reunidas en 

una manifestación haya sido subsidiaria respecto a otros mecanismos de disuasión, por el 

contrario, su uso aparece como indiscriminado. Por otra parte, tampoco se prestó asistencia a 

la víctima, por ende, el uso de la escopeta antidisturbios en este caso no solo resulta abusivo, 

sino derechamente contrario al reglamento, pues, de acuerdo al protocolo vigente, su uso se 

reserva únicamente casos de AGRESIÓN ACTIVA a funcionario policial, o AGRESIÓN 

ACTIVA POTENCIALMENTE LETAL, que no se advierte en el presente caso. 

Es menester mencionar que el uso de escopetas antidisturbios ha sido previamente cuestionado 

por el Consejo del Instituto Nacional de derechos humanos en el siguiente sentido: “a) la 

utilización de escopetas antidisturbios sin respetar los criterios y exigencias dispuestos en los 

Protocolos para el mantenimiento del orden público basados en el derecho internacional de los 

derechos humanos; b) el uso de balines no conforme a las normas de la propia institución; y c) 

la excesiva demora del alto mando de Carabineros en la toma de medidas efectivas para evitar 
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la comisión de actos lesivos a los derechos humanos”.4 

 

El derecho internacional de los derechos humanos también regula el uso de escopetas 

antidisturbios. De acuerdo con lo señalado en la Guía de Derechos Humanos de Naciones Unidas sobre 

Armas Menos Letales para el cumplimiento de la Ley (Guía sobre Armas Menos Letales), las armas menos 

letales son aquellas que pueden ser utilizadas cuando el uso de la fuerza es necesario como una 

alternativa menos gravosa al uso de las armas de fuego o cuando el uso de estas sería ilegal.5  En 

relación con el principio de proporcionalidad, debe existir un equilibrio entre la magnitud de la 

fuerza que se emplea y la amenaza que representa el sujeto, de manera tal que el daño infligido 

no sea mayor al beneficio legítimo que se persigue.6 Se trata de armamento que no pretende 

matar o generar lesiones irreversibles, sino efectos temporales y reversibles.7  Desde esta 

perspectiva, todo armamento que tiene potencial de causar la muerte o provocar lesiones 

irreversibles debe tratarse como armamento letal, cuestión que depende entre otras cosas del tipo 

de munición y del impacto cinético del mismo.8 

 

En este sentido, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (Comisión IDH) y la Corte 

IDH han señalado que los Estados deben dotar a sus agentes policiales de una diversidad de 

armamentos para que puedan usar la fuerza de una manera gradual.9 En relación con las armas 

letales, la Comisión y la Corte han indicado que su uso será legítimo, proporcional y necesario 

solo si es el último recurso disponible para proteger otra vida y que su empleo no será justificado 

cuando se busca, por ejemplo, proteger la propiedad, evitar lesiones leves o restablecer el orden 

público.10 Asimismo, la Comisión ha recomendado que los Estados elaboren normativas sobre 

las armas menos letales contemplando restricciones en atención al contexto o a los sujetos 

especialmente protegidos. También ha sugerido la necesidad de establecer procedimientos 

sancionatorios en caso de uso incorrecto.11 

 

 

 
4 INDH, Informe Anual 2019, p. 77. 
5 ACNUDH (2020), Guía de Derechos Humanos de Naciones Unidas sobre Armas Menos Letales para el cumplimiento de la 
Ley (Guía sobre Armas Menos Letales), p. 1. 
6 ASAMBLEA GENERAL ONU (1979), art. 3.b; ONU (1990), párr. 5.a; ACNUDH (2020), párr. 2.10; COMITÉ DE DERECHOS 
HUMANOS (2020), párr. 79; ASAMBLEA GENERAL ONU (2014), párr. 69; ASAMBLEA GENERAL ONU (2017), párr. 5, 10 y 11. 
7 Davison, Neil (2009): ‘Non-Lethal’ Weapons (London, Palgrave McMillan). 
8 Sferrazza Taibi, Pietro, Sánchez Pérez, Rocío, & Severín Fuster, Isabel. (2021). The Standards of International Human 
Rights Law on Kinetic Impact Projectiles Applicable to the State of Chile. Ius et Praxis, 27(2), 175-
198. https://dx.doi.org/10.4067/S0718-00122021000200175 
9 CIDH (2015), capítulo IV.A, párrs. 14-15; Corte IDH (2014b), párr. 126; Corte IDH (2012), párr. 80. 
10 CIDH (2015), capítulo IV.A, párrs. 19; Corte IDH (2014b), párr. 131; Corte IDH (2012), párr. 84; Corte IDH (2006), párr. 68. 
11 CIDH (2015), capítulo IV.A, párrs. 16-17. 

https://dx.doi.org/10.4067/S0718-00122021000200175
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B.3. Bien Jurídico Protegido 

 

Tratándose de un tipo penal que es expresión de un compromiso internacional de política 

criminal del Estado de Chile, el bien jurídico protegido trasciende la integridad individual de 

la víctima, dado el carácter público del autor el delito de apremios ilegítimos vulnera también 

uno de los pilares de la sociedad democrática y el Estado de Derecho, en particular, la 

obligación que tienen los agentes estatales de respetar y promover los derechos que emanan 

de la naturaleza humana y que se encuentran garantizados por la Constitución Política de la 

República y los Tratados Internacionales de Derechos Humanos ratificados y vigentes. 

 

La Corte IDH ha señalado que la integridad personal es el bien jurídico protegido del delito 

de apremio ilegítimo (y tortura).12 En un sentido similar el profesor Muñoz Conde sostiene que 

la idea que le da autonomía y sirve de base a los delitos de apremio ilegítimo o tortura “es la 

integridad moral, entendida como el derecho de la persona a ser tratada conforme a su 

dignidad, sin ser humillada o vejada, cualesquiera sean las circunstancias en las que se encuentre 

y la relación que tenga con otras personas”.13 Por otro lado, una parte de la doctrina sostiene 

que “es un delito pluriofensivo al afectar diversos bienes jurídicos al mismo tiempo, como la 

libertad, la humanidad, la dignidad, la personalidad, apuntando en último término a la integridad 

física (incolumidad) y moral e, incluso, en alguna de sus modalidades, la administración de 

Justicia”.14 

 

 

C. La prohibición de tortura, penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes 

 

En el Derecho Internacional de Derechos Humanos, existe consenso sobre la prohibición 

absoluta de someter a personas a torturas y tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.  

Se trata de una norma de ius cogens, es decir, una norma imperativa que forma parte del orden 

público internacional, no admitiendo reservas o estipulaciones convencionales en contrario. La 

tortura, también es objeto de una intensa regulación a nivel del Derecho Internacional 

Convencional, estableciéndose su prohibición en numerosos instrumentos internacionales y 

 
12 Corte IDH, Caso Castillo Paez, sentencia de 3 de noviembre de 1997/Serie C, n. 34, párr. 66. 

13 Muñoz Conde, Derecho Penal. Parte Especial, 23° edición, Editorial Tirant lo Blanch, 2021, p.185. 

14 Hernandez Héctor, Informe en Derecho, p 4. 
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tratados especializados ratificados por el Estado de Chile, como lo es la Declaración sobre la 

Protección de Todas las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 

o Degradantes, la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 

Degradantes y la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

 

El artículo 5.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH), establece 

claramente que “Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”. A 

nivel Interamericano, se ha definido la tortura como “(…) todo acto realizado intencionalmente por el 

cual se inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos o mentales, con fines de investigación criminal, como 

medio intimidatorio, como castigo personal, como medida preventiva, como pena o con cualquier otro fin. Se 

entenderá también como tortura la aplicación sobre una persona de métodos tendientes a anular la personalidad 

de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica (…)”. 

 

La distinción entre tortura y tratos crueles, inhumanos o degradantes, no ha sido unánime en la 

jurisprudencia internacional, y la tendencia actual en el sistema universal es calificar si acciones 

constituyen afectación de la integridad personal. A nivel regional, al estar las conductas 

prohibidas en el mismo artículo, se hace relativa también la diferenciación. Así, la Corte IDH 

en un caso de abusos sobre personas detenidas, ha dicho que “cualquiera que haya sido la 

naturaleza de los actos aludidos, se trata de comportamientos estrictamente prohibidos 

por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos”. 

 

Por lo anterior, es a través de la actuación de investigación y sanción de parte del Ministerio 

Público y el Poder Judicial, que el Estado de Chile satisface sus obligaciones internacionales y 

garantiza la plena vigencia de los derechos fundamentales establecidos hacia todas las personas. 

POR TANTO, de conformidad con lo establecido por los artículos 12, 53, 111, 112, 113 y 172 

de nuestro Código Procesal Penal, artículo 150 D del Código Penal y demás normas legales 

atingentes, 

A S.S. SOLICITO: Se sirva tener por deducida querella criminal en contra de todos quienes 

resulten responsables como autores, cómplices o encubridores, del delito de apremios ilegítimos 

o tratos crueles, inhumanos o degradantes, descrito y sancionado en el artículo 150 D, en 

relación con el artículo 150 E N° 2, ambos del Código Penal,  en perjuicio de Luis Ernesto 

Huichalaf González, y articulo 150 letra D del CP, en perjuicio de Gabriel Antonio Pacheco 

Quezada, Juan Huichalaf Mapu, Felipe Trunci González ejercido en grado de ejecución 
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consumado y cometido en perjuicio de, acogerla a tramitación, teniendo a la víctima indicada 

como interviniente en el procedimiento, para los efectos de ejercer en su oportunidad los 

derechos que le confiere la ley y remitirla al Ministerio Público a fin de que este organismo, a 

través de la fiscalía correspondiente, una vez concluida la investigación acuse a los responsables 

y éstos sean condenados a las penas contempladas por la ley, que serán pedidas en la 

oportunidad procesal correspondiente. 

 

PRIMER OTROSÍ: A S.S solicito tener presente que lo dispuesto en la Ley N° 20.405, que 

crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, particularmente su artículo 2º, que dispone 

que “El Instituto tiene por objeto la promoción y protección de los derechos humanos de las personas que habiten 

en el territorio de Chile, establecidos en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos 

y ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, así como los emanados de los principios generales del derecho, 

reconocidos por la comunidad internacional.”  

 

Asimismo, para cumplir con este objetivo, el INDH tiene, entre otras facultades, las siguientes 

señaladas en el artículo 3° de la referida ley: 

“(…) Comunicar al Gobierno y a los distintos órganos del Estado que estime convenientes, su opinión 

respecto de las situaciones relativas a los derechos humanos que ocurran en cualquier parte del país; y,  

Promover que las prácticas nacionales se armonicen con los tratados internacionales de derechos humanos 

ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, a fin que su aplicación sea efectiva; (…)” 

 

Asimismo, según lo estipulado en el Artículo 3° N° 5.-  

 Le corresponderá especialmente al Instituto: 

(…) Deducir acciones legales ante los tribunales de justicia, en el ámbito de su competencia. En ejercicio 

de esta atribución, además de deducir querella respecto de hechos que revistan carácter de crímenes de 

genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición forzada de personas, tráfico ilícito de 

migrantes o trata de personas, podrá deducir los recursos de protección y amparo consagrados 

respectivamente en los artículos 20 y 21 de la Constitución, en el ámbito de su competencia (…). 

 

Sobre la legitimidad activa del INDH, los Tribunales de Justicia, a través de distintos fallos, han 

tenido ocasión de pronunciarse, entendiendo como una facultad amplia15. 

 

 
15 Juzgado de Garantía de Parral RIT 1531-2014. En el mismo sentido la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Copiapó, 
autos rol Corte Nº 267-2015. Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, autos rol Corte Nº 626-2018. Ilustrísima 
Corte de Apelaciones de Valparaíso, autos rol Corte Nº 1532-2018 y 1533-2018. 
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Por otra parte, según el artículo 4° de la citada ley, para cumplir sus atribuciones, el INDH podrá 

obtener todas las informaciones y documentos necesarios para el examen de las situaciones 

comprendidas en el ámbito de su competencia. 

 

Por lo tanto, la legitimación activa para comparecer en calidad de interviniente, está dada por la 

Ley 20.405 que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos que tiene por objeto la 

promoción y protección de los Derechos Humanos, y que en su artículo 3 N° 5 la faculta para 

deducir acciones legales ante los tribunales de justicia en el ámbito de su competencia. 

 

SEGUNDO OTROSÍ: Sírvase S.S. tener presente que, conforme lo disponen los artículos 22, 

23 y 31 del Código Procesal Penal, este interviniente propone que todas las resoluciones 

judiciales, actuaciones y diligencias del ministerio público le sean notificadas vía correo 

electrónico a las casillas de correo electrónico: cmontt@indh.cl; ssmart@indh.cl; varriagada@indh.cl; 

indhlosrios@indh.cl, por ser ésta suficientemente eficaz y no causar indefensión. 

 

TERCER OTROSÍ: Solicito a S.S., tener por acompañado los siguientes documentos: 

 

1. Copia electrónica autorizada ante Notario, del Mandato Judicial Repertorio Nº 4406-

2022, otorgado por escritura Pública ante el Notario titular don R. Alfredo Martín IlIanes, 

Titular de la 15º Notaría de Santiago, con fecha 22 de septiembre de 2022, por doña Maria 

Consuelo Contreras Largo, en nombre y representación del Instituto Nacional de 

Derechos Humanos, al compareciente Juan Sebastián Smart Larraín.  

En estos últimos documentos consta la personería del querellante para actuar por el INDH.   

 

CUARTO OTROSÍ: Sírvase S.S. tener presente que, desde ya y de conformidad con la letra e) 

del artículo 113 en relación con el artículo 183 ambos del Código Procesal Penal, solicito al señor 

Fiscal Adjunto del Ministerio Público, la realización de las siguientes diligencias: 

1. Se practiquen todas aquellas diligencias para la investigación de delitos de tortura, establecidas 

en el Oficio de la Fiscalía Nacional N° 37-2019, denominado "Instrucción General que 

imparte criterios de actuación en delitos de violencia institucional", de fecha 15 de 

enero de 2019;  

2. Requerir a Carabineros de Chile, de conformidad con el artículo 19 del Código Procesal 

Penal, toda la información que diga relación con: 

mailto:cmontt@indh.cl
mailto:ssmart@indh.cl
mailto:varriagada@indh.cl
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2.1. El personal autorizado a portar y utilizar escopetas antidisturbios en el día y tramo 

horario en que ocurrieron los hechos. 

2.2. El personal que participó en el procedimiento referido en los hechos, nómina de 

funcionarios, identificación del funcionario a cargo del mando, distribución de labores, 

libro de novedades, bitácoras del día de los hechos y todo otro antecedente relacionado.  

2.3. Acta circunstanciada por el uso de escopeta antidisturbios en el día y tramo horario 

en que ocurrieron los hechos. 

2.4. Copia de comunicaciones radiales y su transcripción correspondiente al de los 

hechos.  

2.5. Informe si se realizó investigación sumaria o sumario administrativo realizado a 

propósito de los hechos denunciados por la víctima, y en caso de ser efectivo, remita 

copia del mismo.  

3. Previa autorización del Juzgado de Garantía, conforme al artículo 13 de la ley 20.584, que 

establece los derechos y deberes de pacientes, Se oficie al Hospital Base de Valdivia, 

solicitando que remita Dato de Atención de Urgencia y ficha clínica del paciente Luis Ernesto 

Huichalaf González quien se encuentra actualmente hospitalizado. 

4. Se realice reconstitución de los hechos que motivan la presente querella a fin de establecer 

grados de participación; 

5. Se fije fotográficamente el lugar en el cual sucedieron los hechos relatados en la presente 

querella; 

6. Se fije planimétricamente el lugar donde la víctima recibió el impacto de perdigones; 

7. Se decrete Orden de Investigar a la Policía de Investigaciones de Chile, a fin de que 

realice todas las diligencias que sean necesarias para la efectiva acreditación del hecho 

denunciado y para la acertada identificación de los presuntos responsables, si los hubiere. 

8. Se ordene citar y tomar declaración ante la Fiscalía Local del Ministerio Público, a la 

víctima de estos hechos y a los testigos presenciales, en especial a los funcionarios del 

INDH que trasladaron a una de las víctimas al Hospital.  

9. Se oficie al Servicio Médico Legal (SML) a fin de que se realicen peritajes sicológicos 

y físicos a la víctima de acuerdo al “Manual para la investigación y documentación eficaces 

de la tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes”, conocido como “Protocolo 

de Estambul”. 

10. Se indague respecto de la existencia de grabaciones de cámaras de seguridad, en el 

lugar de los hechos. 
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QUINTO OTROSÍ: Ruego a S.S. Se sirva tener presente que confiero patrocinio y poder en 

esta causa, a la abogada habilitada para el ejercicio de la profesión y funcionaria de la Institución, 

doña Constanza Montt de la Fuente, cédula nacional de identidad N° 15.971.667-8 de mí 

mismo domicilio, quien podrá actuar en forma conjunta e indistinta en esta causa, confiriéndole 

expresamente y mediante este acto, todas las facultades de actuación establecidas en el artículo 

7º del Código de Procedimiento Civil, las cuales se tienen  por reproducidas para todos los efectos 

legales, quien suscribe el presente libelo en señal de aceptación del mandato judicial otorgado. 

Para efectos de acreditar la calidad de abogada, solicitamos se tenga presente lo contenido en el 

Auto acordado AD 754-2008, decretado por la Excma. Corte Suprema con fecha 08 de agosto 

de 2008. 

 

SEXTO OTROSÌ: Que en virtud de lo dispuesto en el artículo 6 º del Código Procesal Penal, 

el cual establece expresamente que el Tribunal garantizará conforme a la ley los derechos de la 

víctima, es que vengo en solicitar que la presente tramitación tenga el carácter de reservado, con 

la finalidad de que los antecedentes de la misma no puedan ser revisadas electrónicamente por la 

página del Poder Judicial. 

RUEGO A S.S.: Acceder a lo solicitado. - 
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